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EXPOSICIÓN DE NUESTRA ASOCIACIÓN EN LA MESA REDONDA CELEBRADA 

EN EL ATENEO DE MÁLAGA EL DÍA 11-6-2026. 

Cuestiones previas: 

La Asociación está representada en la Junta Rectora del Parque Natural 

Montes de Málaga. La Junta es un órgano colegiado de participación de la que 

forman parte la administración pública y la sociedad civil (confederación de 

empresarios, sindicatos, partidos políticos, universidad, organizaciones 

agrarias, ecologistas, deportivas, juveniles y de consumidores, así como el 

director conservador). Nuestra vinculación con los Montes de Málaga es la 

razón por la que formamos parte de la Junta Rectora. 

El Parque Natural Montes de Málaga (PN) fue declarado Zona de Especial 

Protección (ZEC) por el Decreto 78/2025, de 5 de marzo, al reunir los 

requisitos de la Directiva Hábitat 92/43/CEE, de 21-5-1992 y por tanto 

pertenece a la Red Natura 2000, que es la red europea de conservación de la 

diversidad biológica. 

Presentación: 

Primero. Nuestra Asociación impulsa el “proyecto” de ampliar el parque 

natural. De acuerdo con el diccionario de María Molinar la voz proyecto tiene 

también la connotación de “ánimo, aspiración, designio, idea, intención”. Por 

eso la Asociación aspira y pone todo su empeño en procurar que la ampliación 

se lleve a cabo. 

¿Y qué ampliación perseguimos?  

El Parque Natural tiene en la actualidad 4985 ha y nuestra intención es que 

se incremente en 6000 ha adicionales, con lo cual alcanzaría 11000 ha. 

¿Por qué aspiramos ampliar el parque en esa extensión? Son varias las 

respuestas: 

a). Porque está incompleto: 

El parque se creó gracias al “proyecto de corrección y repoblación de la 

cuenca de recepción del torrente Guadalmedina” del año 1919. Este proyecto 

fue la respuesta a la enésima riada sufrida por la ciudad (y especialmente por 

la gravísima inundación padecida en el año 1907) y para ello contempló 

expropiar y repoblar la cuenca de recepción de aguas del río Guadalmedina 

con una extensión de 12.835 ha.  
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El proyecto no se llegó a ejecutar por completo; las obras de construcción 

diques, albarradas y caminos, así como la plantación de arbolado se iniciaron 

en el año 1931 y culminaron en el año 1951 permitiendo repoblar 4762 ha. 

La superficie repoblada se extiende mayoritariamente en la margen izquierda 

del Guadalmedina, sin alcanzar el río salvo en una pequeña porción de suelo 

que lo traspasa. 

De modo que la aspiración de la Asociación es que toda la cuenca vertiente 

del río (la que falta en la margen izquierda y toda la margen derecha de la 

cuenca hidrográfica) quede integrada en el Parque Natural. 

b). Para proteger la ciudad de Málaga de fenómenos meteorológicos 

extremos. 

En el año 1978 el Instituto de Conservación de la Naturaleza (ICONA) elaboró 

el “proyecto de corrección hidrológico-forestal de la cuenca del río 

Guadalmedina, 2ª fase”. La justificación ofrecida para redactarlo (supuesto 

que el riesgo de inundación desaparecería con la construcción de la presa de 

El Limonero, así lo expresa su memoria), era la de evitar la erosión suelo y 

con ello los arrastres de áridos que podían aterrar este nuevo embalse. Según 

el Decreto 1712/1978, de 2 de junio, que lo aprobó: 

“En el proyecto se estudia el desequilibrio existente entre los factores 

precipitación, suelo y vegetación, capaces de ser en su conjunto más 

desfavorables, lo que produce efectos catastróficos en las avenidas 

extraordinarias que durante siglos viene experimentando este curso 

torrencial. 

Son objetivos fundamentales del proyecto la defensa de la ciudad de Málaga 

y la protección del futuro embalse del Limonero mediante la conservación de 

los suelos forestales de dicha cuenca y el control de los caudales, líquido y 

sólido, de las torrenteras, barrancos y ramblas que las drenan, con la 

realización de trabajos de repoblación y obras de corrección” 

El proyecto de 1978 contemplaba expropiar y repoblar 6139 ha. No tenemos 

información si se llegó a ejecutar, desde luego no en su totalidad, pero es 

posible que fuera ejecutado de manera parcial dado que ahora la superficie 

del PN es de 4985 ha y la situación previa que recoge su Memoria era que la 

superficie reforestada ascendía 4762 ha. 

El proyecto es un documento técnico riguroso. Analizó el régimen de 

precipitaciones de un periodo de 10 años anteriores (1967-1976) en 9 

estaciones meteorológicas, así como otra serie de circunstancias físicas 

ligadas con el clima, la hidrología, las características del suelo, la vegetación, 

etc.  
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Aun siendo un proyecto minucioso y exhaustivo, la duda que albergamos es 

si sus previsiones pueden verse alteradas como consecuencia del cambio 

acelerado del clima que se produce en estos momentos.  

c). Para favorecer la diversidad biológica. 

La parte que no está integrada en el PN en su margen izquierda y la totalidad 

de la margen derecha presenta una topografía muy accidentada que impide 

o dificulta el uso agrícola del suelo e incluso la plantación de arbolado con 

fines de aprovechamiento de sus frutos.  

Hay mucho terreno abandonado en los que se puede apreciar el rebrote 

espontáneo de especies arbóreas y arbustivas naturales, no consecuencia de 

siembra o plantación. Se trata de terrenos que se pueden repoblar con 

especies adaptadas al medio y con ello acelerar la restauración con objeto de 

evitar la erosión del suelo y los arrastres de áridos y también, la mejora de 

la diversidad biológica. 

d). La cuenca del río como ecosistema. 

La cuenca de recepción del Guadalmedina constituye un espacio unitario 

perfectamente definido. La directiva marco del agua define cuenca 

hidrográfica como la superficie de terreno cuya escorrentía superficial fluye 

en su totalidad a través de una serie de corrientes, ríos y eventualmente lagos 

hacia el mar por una única desembocadura, estuario o delta. La cuenca 

hidrográfica como unidad de gestión del recurso se considera indivisible.  

Y al mismo tiempo es posible afirmar que este espacio constituye un 

ecosistema en el sentido estricto de la ley 42/2007, 13 de diciembre, del 

patrimonio natural y de la biodiversidad: “conjunto dinámico de comunidades 

vegetales, animales y de microorganismos y su medio no viviente que 

interactúan como una unidad funcional”. 

Además, en este espacio físico coexisten una zona de especial protección (el 

parque natural) declarada por el decreto 78/2025, de 5 de marzo. Y otra zona 

de especial conservación (el propio río Guadalmedina) declarada por Decreto 

4/2015, de 13 de enero.  

A su vez el río es un corredor ecológico que, a pesar de su estado de 

abandono, conecta el litoral con la Sierra de Camarolos. 

Visto desde esta perspectiva ambiental, es de todo punto razonable sostener 

que la totalidad de los terrenos de la cuenca hidrográfica merecen ser 

protegidos. 
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Segundo. La propiedad privada y la protección ambiental.  

En los casos de los proyectos de 1919 y de 1978 el sistema de gestión ideado 

era el de expropiación de los terrenos. La situación ahora es completamente 

distinta; la normativa europea, española y andaluza abogan por mantener la 

propiedad privada del suelo de los espacios naturales protegidos. Es posible 

afirmar que se está ante un nuevo paradigma en cuanto a la gestión y 

conservación de los espacios naturales.  

Esta es la situación que concurre en las 6000 ha que restan para integrar 

toda la cuenca vertiente dentro del Parque Natural, que en su totalidad 

pertenece a particulares.  

Ocurre que la sola idea de quedar comprendido en un terreno protegido es 

sentido y vivido por parte de las personas titulares de derechos de propiedad 

o de uso del suelo como un peligro y una carga. Y no les falta razón. Hasta 

fecha reciente la legislación protectora del patrimonio natural ha impuesto 

múltiples limitaciones a los particulares a la vez que controla sus actos 

mediante la exigencia de, al menos, una doble autorización, de la 

administración urbanística y de la ambiental. A su vez, la respuesta de la 

administración a las solicitudes de los particulares suele sobrepasar con 

creces los plazos establecidos, a lo que cabe añadir que en los casos en los 

que no dicta resolución se aplica el silencio administrativo negativo, con el 

efecto de entender desestimada la petición. 

El Plan de Ordenación de Recurso Naturales del Parque Natural de los Montes 

de Málaga es prueba de ello. 

En el fondo de esta regulación restrictiva subyace la idea de que la actividad 

privada es siempre negativa o contraria al patrimonio natural y por ello 

incompatible con la defensa de sus valores. Pero lo cierto es que esta 

concepción ha empezado a cambiar y ahora comienza a ser sentido que la 

propiedad o el uso privado de los terrenos es un bien, un elemento positivo, 

que contribuye a la defensa de los bosques y montes frente a los incendios 

forestales y coadyuva a la conservación y mejora del medio natural.  

Un ejemplo de ello es el Premio especial LIFE 2026 de la UE al proyecto 

Olivares Vivos promovido por la Sociedad Española de Ornitología (SEO), con 

la participación de la Diputación Provincial de Jaén, Universidad de Jaén y el 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas.  

El portal de esta entidad muestra un texto que dice: 
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"Durante demasiado tiempo se ha querido enfrentar producción y 

conservación. Olivares Vivos ha demostrado lo contrario: cuando vuelve la 

vida al campo, también vuelven el equilibrio, la resiliencia y nuevas 

oportunidades para quienes viven de él. Este premio reconoce una forma 

distinta de mirar la agricultura y el papel esencial del mundo rural en la 

transición ecológica”. 

Este cambio de paradigma se manifiesta en dos sentidos; (i) por la 

conveniencia y necesidad de participación de los propietarios y gestores de 

suelo en el diseño de las políticas y ejecución de la protección ambiental. 

según el Reglamento UE 2024/1991 de 24 de junio de 2024, sobre 

restauración de la naturaleza: 

“A la hora de elaborar y aplicar sus planes nacionales de restauración, los 

Estados miembros deben promover un enfoque justo en el conjunto de la 

sociedad. Deben establecer las medidas necesarias para implicar a las 

autoridades locales y regionales, los propietarios de tierras y los usuarios de 

la tierra y sus asociaciones, las organizaciones de la sociedad civil, la 

comunidad empresarial, las comunidades de investigación y educación, los 

agricultores y ganaderos, los pescadores, los silvicultores, los inversores y 

otras partes interesadas pertinentes, así como el público en general, en todas 

las fases de la preparación, revisión y aplicación de los planes nacionales de 

restauración, y para fomentar el diálogo y la difusión de información científica 

sobre la biodiversidad y los beneficios de la restauración” 

Y (ii) mediante el establecimiento de un sistema que prime las buenas 

prácticas agrícolas y, a su vez, contemple contraprestaciones económicas en 

favor de las personas físicas o jurídicas cuya actividad genere servicios 

ambientales. 

Pues bien, esta nueva situación no puede quedarse solo en palabras, sino que 

tiene que plasmarse en la realidad de los hechos. Y esto lleva consigo la 

necesidad de una profunda reflexión sobre los marcos normativos, sociales y 

económicos con un nuevo enfoque; en el que el propietario o gestor del suelo 

es un aliado en la defensa del medio natural que merece el decidido apoyo 

de la sociedad en su conjunto. 

 

Fdo. Álvaro García-Cabrera Mata  

 


